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Resumen 

Los mecanismos de democracia directa (MDD) se encuentran consagrados como derechos 

políticos en la Constitución del Paraguay, aprobada en 1992. No obstante, a pesar de algunos 

intentos, hasta el momento ninguna ley en este país ha sido fruto de la iniciativa legislativa 

popular y se ha realizado un único referéndum en un periodo de más de 70 años. Una revisión 

exhaustiva del marco legal nacional permite visibilizar ciertas limitaciones planteadas por las 

mismas normas constitucionales y las leyes reglamentarias para el uso efectivo de estos 

mecanismos. 

Esta situación supone obstáculos considerables para la participación ciudadana en la gestión 

pública, específicamente la imposibilidad de que exista una acción legislativa directa 

propuesta por los ciudadanos. Esto significa que, en la práctica, los poderes del Estado son 

los únicos que pueden proponer, formular y promulgar leyes en Paraguay. 

El objetivo principal de este estudio es presentar un panorama general sobre la 

implementación de estos MDD en Paraguay e identificar sus principales características. 

También se realizará un análisis preliminar de sus limitaciones normativas que implica 

dificultades para la participación ciudadana. 

Palabras clave: mecanismos de democracia directa – participación ciudadana- iniciativa 

legislativa popular -referéndum- Paraguay- 

1. Introducción 

¿Por qué en Paraguay ninguna ley ha sido fruto de la iniciativa legislativa popular? ¿Por qué 

se ha realizado un único referéndum en 2011?  Estos son algunos de los interrogantes 

principales que surgen cuando se hace referencia a la implementación de los mecanismos de 

democracia directa (MDD) en Paraguay. Si bien estos mecanismos están contemplados en la 

Constitución Nacional desde 1992, su utilización ha sido mínima. Esta situación no se 

condice con la mayoría de los países latinoamericanos, donde en los últimos años se ha 

notado un incremento de la aplicación de los MDD. 
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El objetivo principal de esta ponencia es presentar un panorama general sobre la 

implementación de los MDD en Paraguay, identificar sus principales características 

normativas y los obstáculos para su implementación efectiva en el país.  

Para ello, en primer término, se revisarán las bases conceptuales de la participación ciudadana 

y los MDD. Luego se presentará un panorama general sobre la inclusión  de los MDD en las 

constituciones de varios países de América Latina, así como su implementación en aumento 

registrada desde la última década.  

En un tercer punto se se realizará un exhaustivo análisis del marco legal referente a los MDD, 

sus principales características, así como las limitaciones normativas para su implementación 

efectiva. Asimismo, se examinarán brevemente las experiencias históricas de uso de los 

MDD, anteriores a la promulgación de la Carta Magna vigente. 

Finalmente, a modo de ilustración sobre la implementación de estos MDD en Paraguay, se 

presentarán brevemente las experiencias del referéndum de 2011, así como dos intentos de 

iniciativa legislativa popular. Uno de ellos se refirió a la propuesta de aprobación de una ley 

de Participación Ciudadana y otro a la puesta en práctica de las listas abiertas para los cargos 

electivos, en lugar de las listas cerradas (conocidas como “listas sábanas”) vigentes en la 

actualidad.   

Para el estudio del tema se analizará la legislación paraguaya referente a los MDD, así como 

la bibliografía especializada. Si bien el análisis se centra en el caso paraguayo, también 

resulta necesaria una contextualización internacional del tema, por lo que se realizará un 

breve recuento sobre los MDD en otros países de América Latina. En suma, se trata de un 

estudio exploratorio y descriptivo sobre la escasa experiencia de aplicación de los MDD en 

Paraguay, así como un primer análisis sobre sus limitaciones legales e institucionales. 

2. Mecanismos de democracia directa. Marco conceptual 

Los MDD forman parte de la participación ciudadana institucionalizada, que permite la 

intervención de los ciudadanos en la gestión pública. Concretamente, estos mecanismos de 

democracia directa se “constituyen una vía para la participación política mediante el 
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sufragio directo y universal y su objetivo es involucrar directamente a los ciudadanos en el 

proceso de toma de decisiones, en lugar de la elección de representantes que adopten tales 

decisiones por ellos” (Zovatto, 2006: 241).  

Los MDD son considerados como complementos de la representación, para incrementar la 

participación, aumentar el control ciudadano y contribuir a mantener la estabilidad de los 

sistemas políticos. No obstante, también en la agenda académica se ha instalado un intenso 

debate con respecto a la efectividad de la aplicación de los mecanismos de democracia directa 

y a sus límites, así como a su uso indiscriminado en algunos países de la región (De la Calle, 

2005; Planter, 2006; Marenghi & Alcántara, 2007; Welp, Y. & Serdült, U., 2009; Lissidini, 

2010). 

En la literatura especializada se incluyen varias categorizaciones de los MDD. En esta 

ponencia se presenta la clasificación que incluye a: consulta popular (referéndum o 

plebiscito), iniciativa popular legislativa y revocatoria de mandato (Gómez, 2010; Hévia de 

la Jara, 2006; Zovatto, 2006; 2010; 2014). 

1) La consulta popular: incluye al referéndum o plebiscito y consiste en una convocatoria 

para que la ciudadanía exprese, a través del voto, su opinión sobre asuntos de índole 

constitucional, o relacionados con propuestas legislativas o temas de importancia nacional. 

Es uno de los MDD más utilizados en América Latina. Puede ser facultativa u obligatoria y 

en este último caso se divide en: a) obligatoria automática, en un caso previsto 

específicamente por la constitución, y b) obligatoria acotada a determinados procedimientos, 

sólo iniciados cuando surge una situación predefinida (conflictos, decisiones coyunturales, 

etc.).   

En cuanto a su origen, las consultas populares pueden ser convocadas “desde arriba”, a través 

del Poder Ejecutivo o del Congreso o de ambos, o bien “desde abajo” cuando surge a partir 

de la iniciativa ciudadana. Los resultados de las consultas pueden ser vinculantes o no; en 

caso de ser vinculantes pueden contener la exigencia de un quórum determinado. 

2) La iniciativa popular legislativa: es el mecanismo por el cual los ciudadanos tienen la 

facultad de proponer leyes y reformas legales o constitucionales, totales o parciales. La 
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manera directa se registra cuando un porcentaje predefinido de ciudadanos propone una 

nueva ley y convoca a un referéndum para su aprobación, sin la intervención de las 

autoridades políticas. El modo indirecto se registra cuando la legislación propuesta debe ser 

canalizada a través del Congreso y los parlamentarios tienen la posibilidad de adoptarla 

directamente, modificarla o rechazarla. Si las iniciativas están formuladas se incluye un 

proyecto de ley y si no lo están, entonces se realizan peticiones al Congreso para que legisle 

sobre determinados temas.  

3) La revocatoria de mandato: consiste en la facultad de dejar sin efecto el mandato del titular 

de un cargo de elección popular, resultado de un proceso de consulta del mismo tipo. El 

procedimiento legal para interrumpir el mandato en cuestión tiene que ser por iniciativa y 

voto popular. Su ámbito de aplicación es personal, referente a una autoridad o funcionario de 

manera específica y su origen es popular o “desde abajo”. 

Tabla I: Tipología de mecanismos de democracia directa 

 Consulta popular (plesbicito, 

referéndum) 

Iniciativa 

legislativa popular 

Revocatoria de 

mandato 

Origen Desde arriba (Poderes 

Ejecutivo y Legislativo) 

Desde abajo 

(ciudadanía) 

Desde abajo 

Desde abajo (ciudadanía)   

Naturaleza Obligatoria (automática o 

casos predeterminados): 

siempre vinculante 

Facultativa 

(opcional): 

vinculante o no 

 

Facultativa (opcional): 

vinculante o no 

  

Ámbito de 

aplicación 

 Sustantiva: 

referentes a un tema 

Personal: referentes 

a una persona o 

autoridad 

Tipo Proactivo /Obligatorio Proactivo Reactivo 

Fuente: Lissidini, 2015 (con modificaciones) 
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A su vez, Lissidini (2015: 142-144) clasifica a los MDD en tres tipos: proactivos, reactivos 

y consulta obligada. Los mecanismos proactivos son para proponer leyes (iniciativa 

legislativa, reforma de la Constitución) y consultas populares (referéndum o iniciativa 

popular), además promueven el involucramiento y compromiso de los ciudadanos. Los 

mecanismos reactivos se constituyen en instrumentos de defensa de los ciudadanos ante la 

aprobación de leyes impopulares o para impedir la continuidad en sus cargos de funcionarios 

cuestionados (revocatoria de mandato, vetos de leyes).  

3. Mecanismos de democracia directa en América Latina 

Se ha consolidado la idea de que para profundizar la democracia representativa se deben 

fortalecer los MDD. Por ello, en la mayoría de los países de América Latina se incluyeron 

MDD en las constituciones nacionales en las décadas del 80 y 90, durante los procesos de 

democratización, después de décadas de gobiernos autoritarios. A raíz de este fenómeno 

apareció lo que la literatura ha calificado como el “nuevo constitucionalismo 

latinoamericano”, que  se inicia con la constitución brasileña de 1988 y la colombiana en 

1991 (Uprimny 2011; Gargarella 2012).  

Las constituciones incluyeron nuevos instrumentos de participación y de control público 

(Uprimny 2011:110-114). En efecto, uno de los objetivos de estas reformas era aumentar la 

participación ciudadana y enfrentar las crisis de representación y gobernabilidad (Alcántara 

y Freidenberg, 2006; Zovatto, 2010: 94). 

Tabla II. MDD incluidos en las constituciones y su implementación en países de 

América Latina 

PAISES MDD INCLUIDOS EN LAS 

CONSTITUCIONES 

MDD UTILIZADOS 

Consulta 

popular 

Iniciativa 

popular 

Revocatoria 

de mandato 

Consulta 

popular 

Iniciativa 

legislativa 

popular 

Revocatoria 

de mandato 
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Argentina Si Si No Si Si No 

Bolivia Si Si Si Si Si Si 

Brasil Si Si No Si Si No 

Chile Si No No Si No No  

Colombia Si Si No Si Si No 

Costa Rica Si Si No Si Si No 

Cuba Si No No Si No No 

Ecuador Si Si Si Si Si Si 

El Salvador Si No No No No No 

Guatemala Si Si No Si Si No 

Honduras Si Si No No No No 

México Si Si No No No No 

Nicaragua Si Si No No No No 

Panamá Si Si Si Si Si Si 

Paraguay Si Si No Si No No 

Perú Si Si No Si Si No 

República 

Dominicana 

Si Si No No No No 

Uruguay Si Si No Si Si No 

Venezuela Si Si Si Si Si Si 

Fuente: Zovatto (2014: 23-24) con modificaciones. 

Tal como puede observarse, de los 19 países de América Latina incluidos en la Tabla II, el 

total incluye en sus constituciones la consulta popular (referéndum, plesbicito), en cambio la 

revocatoria de mandato únicamente figura en las constituciones de 4 países (Bolivia, 

Ecuador, Panamá y Venezuela). La iniciativa legislativa popular no figura solo en 3 países 

(Chile, Cuba y El Salvador)  

Asimismo, puede notarse que de los 19 países, un total de 5 (El Salvador, Honduras, México, 

Nicaragua y República Dominicana) no ha puesto en práctica ningún referéndum a pesar de 
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que el mecanismo figura en sus constituciones. En el caso de la iniciativa legislativa popular 

esta misma situación se registra también en 5 países (Honduras, México, Nicaragua, 

Paraguay y República Dominicana). En los últimos años, no obstante, ha aumentado 

considerablemente la implementación de estos MDD en varios países de América Latina.  

En los últimos años, la ampliación de la democracia directa especialmente en algunos países 

como Colombia, Ecuador, Venezuela y Bolivia se registró durante gobiernos de izquierda y 

fueron concretadas en el marco de asambleas constituyentes (Lissidini, 2015: 150).  En suma, 

desde  1978  hasta  2014,  todas  las  Constituciones  de  América Latina fueron reformadas, 

modificadas y/o enmendadas y en ellas se incluyeron MDD, como una forma de ampliar los 

derechos de los ciudadanos. En los últimos años, ha aumentado considerablemente la 

implementación de estos MDD en varios países de América Latina.  

4. MDD en Paraguay 

A diferencia de otros países de América Latina, en Paraguay ha sido mínima la 

implementación de los MDD, a pesar de figurar en la Constitución Nacional, vigente desde 

1992. En efecto, en el periodo comprendido desde su aprobación en adelante no existe 

ninguna ley que haya sido fruto de la iniciativa legislativa popular y únicamente se ha 

realizado un referéndum nacional en 2011.  

No obstante, existen dos experiencias históricas de consultas populares en este país. La 

primera de ellas se remonta a 1938 cuando se convocó a un plebiscito nacional, a fin de que 

el pueblo paraguayo se pronunciara (aprobara o no) el Tratado de Paz firmado con Bolivia, 

en Buenos Aires, Argentina, al término de la Guerra del Chaco (1932-1935). El plebiscito 

nacional fue convocado para el 10 de agosto de 1938 y fue presidido y fiscalizado por el 

ejército. 

El otro plebiscito fue celebrado el 4 de agosto de 1940. Fue convocada por el Decreto 2.242 

del 22 de julio de 1940. El objetivo era aprobar una nueva Constitución Nacional –en 

reemplazo de la Carta Magna de 1870- que había sido redactada por un equipo cercano al 

presidente de la República, Mcal. José Félix Estigarribia, sin la realización de una 

Convención Nacional Constituyente. Dicha Constitución era de corte autoritario, tanto por 
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su origen como por su contenido, aunque incorporaba algunos derechos sociales y libertades 

políticas (Bareiro y Soto, 2006: 739-740; Lezcano Claude, 2012).    

Posteriormente, la Constitución Nacional de 1967 redactada y promulgada durante la 

dictadura de Alfredo Stroessner, no incluyó ningún principio de participación, derechos 

políticos ni mucho menos a los MDD.  

La figura de los MDD, concretamente la iniciativa legislativa popular y el referéndum, 

aparecen por primera vez en Paraguay en la Constitución Nacional aprobada en junio de 

1992, después del golpe de Estado que acabó con la dictadura stronista (1954-1989).  

Tanto el referéndum como la iniciativa popular fueron incluidos en tres artículos 

constitucionales: Art. 121 “Del referéndum”; Art. 122 “De las materias que no podrán ser 

objeto de referéndum” y 123 “De la iniciativa popular”. En estos artículos se trata 

directamente sobre dichos MDD y se dispone brevemente su modalidad y forma de ejercicio. 

No obstante, existen algunos otros artículos donde se los vuelve a mencionar de manera 

indirecta como el Art. 203 “Del origen y de la iniciativa” –en la “Sección II De la formación 

y sanción de las leyes”- en donde se menciona que una ley puede originarse a “iniciativa 

popular”. También tiene relación indirecta con la iniciativa popular, el Art. 40 que se refiere 

al derecho de peticionar a las autoridades por parte de cualquier persona de manera individual 

o colectiva.   

Ambos mecanismos están regulados por el Código Electoral (Ley N° 834/96). La revocatoria 

de mandato, que constituye otro MDD, no figura en la Carta Magna. Como se ha mencionado 

anteriormente, únicamente cuentan con este mecanismo las constituciones de Bolivia, 

Ecuador, Panamá y Venezuela y para todos los cargos en los dos primeros países. 

5. Limitaciones normativas de los MDD en Paraguay  

Si bien la sola consagración constitucional de los MDD genera oportunidades políticas 

(Lissidini, 2010: 33), se puede notar que en Paraguay contienen limitaciones de partida que 

pueden ser constatadas en el mismo marco legal y mediante una breve comparación con otros 

países de América Latina.  
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En esta línea, en las tres últimas décadas se han celebrado más de 100 referéndum en los 

países de América Latina, ya sea para promover o impedir reformas constitucionales, para 

vetar leyes aprobadas por el Parlamento o para la ratificación de acuerdos internacionales 

(Welp, 2010: 26-27). En contrapartida en Paraguay se ha concretado un único referéndum en 

un periodo de más de 70 años desde la vigencia de la Constitución Nacional de 1992.  

Además de factores institucionales o contextuales, la figura del referéndum en Paraguay 

posee limitaciones propias del marco legal, en relación con otros países de la región. Una de 

estas restricciones implica que la convocatoria solo puede ser realizada por el Congreso y el 

Poder Ejecutivo y por ningún otro organismo del Estado, ni tampoco por la ciudadanía. El 

Código Electoral paraguayo, en su Art. 260, aclara en este punto que la iniciativa corresponde 

exclusivamente al Poder Ejecutivo, a cinco senadores o a diez diputados. Si ambas Cámaras 

del Congreso (Diputados y Senadores) lo aprueban, la convocatoria al cuerpo electoral es 

realizada a través del Tribunal Superior de Justicia Electoral.  

No obstante, en muchos de los países de América Latina el referéndum puede ser activado 

directamente por la ciudadanía1. Son los casos de Uruguay, Bolivia, Costa Rica, Honduras, 

Nicaragua, Venezuela, Colombia, Ecuador y Perú. De hecho, los únicos países, además de 

Paraguay, donde el referéndum puede ser convocado “desde arriba” y es facultad exclusiva 

del Poder Ejecutivo o del Poder Legislativo son: Argentina, Brasil y Guatemala (Zovatto, 

2010: 91-92).  

Asimismo, en Paraguay únicamente el Congreso puede determinar que una consulta sea 

vinculante o no. Esto podría implicar que se convoque a un referéndum nacional para conocer 

la opinión sobre una determinada legislación, pero sin que dicho referéndum sea vinculante. 

Por tanto, dicho acto tendría similitudes con una simple encuesta a nivel nacional sobre la 

opinión o grado de aceptación de alguna ley o proyecto de ley y no tendría mayor 

trascendencia (Seall-Sasiaín, 2011: 6).  

                                                           
1 En Europa Occidental son solo cuatro los países donde la ciudadanía puede convocar referéndum: Suiza, 

Italia, Lichstenstein y San Marino  (Serdûlt y Welp 2012). 
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Por otro lado, en Paraguay el campo de aplicación de este MDD se encuentra restringido  

mediante la exclusión de determinadas materias. En general, el referéndum constitucional 

obligatorio suele regularse para los tratados internacionales por lo que se lo considera un 

mecanismo de rendición de cuentas y de control (Auer 2009; Uleri 1996). Sin embargo, la 

Constitución Nacional estipula que “las relaciones internacionales, los tratados, convenios o 

acuerdos internacionales” no podrán ser objeto de referéndum.  

La mencionada restricción implica que la ciudadanía paraguaya no puede opinar ni participar 

con respecto a cuestiones de interés común como temas relacionados con los tratados 

internacionales referentes a las represas hidroeléctricas binacionales Yasyretá (con 

Argentina) o Itaipú (con Brasil). Tampoco pueden ser objeto de consulta popular las 

cuestiones referentes al Tratado del Mercado Común del Sur (MERCOSUR) o de cualquier 

otro acuerdo internacional (bilateral o multilateral) de Paraguay con cualquier otro país, que 

se encuentre vigente o con posibilidades de serlo.  

Esta restricción no existe en otros países de América Latina. Por ejemplo, en Bolivia se 

realiza consulta popular de manera automática cuando se trata de aprobar tratados 

internacionales. Asimismo, en El Salvador se puede convocar a consulta popular ante la 

posibilidad de conformar una república unida de los países del istmo centroamericano; en 

Guatemala, ante las regulaciones del diferendo territorial entre ese país y Belice y en Panamá 

en  los casos vinculados al canal de Panamá (Zovatto, 2010: 91). También en Costa Rica en 

2007 se sometió a un referéndum vinculante la aprobación del Tratado de Libre Comercio 

Tratado de Libre Comercio entre Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana2. 

Todos estos casos se refieren a relaciones y acuerdos internacionales. 

En Paraguay tampoco pueden ser objeto de referéndum los temas referentes a las 

expropiaciones o a los límites de la propiedad inmobiliaria. Con estas limitaciones queda 

descartada la pronunciación o declaración de la ciudadanía, a través de estos MDD, con 

                                                           
2 El 51,6% de los electores votaron a favor y el 48,4% votaron en contra, con una abstención del 40%. (Raventós, 

2014: 167, 171). 
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respecto a los latifundios y a otras cuestiones estrechamente vinculadas con la reforma 

agraria, que se constituye en uno de los principales problemas irresueltos en el país.    

Otros temas que tampoco pueden ser objeto de referéndum en Paraguay incluyen: la defensa 

nacional, las cuestiones relativas a los sistemas tributarios, monetarios y bancarios, el 

Presupuesto General de la Nación, y las elecciones nacionales, las departamentales y las 

municipales. También es una excepción la contratación de empréstitos, con lo cual ni la 

ciudadanía ni las organizaciones de la sociedad civil pueden pronunciarse a favor o en contra 

del endeudamiento u obligaciones de pago contraídas por el Estado.  

Incluso, el artículo 121 solo hace referencia a un “referéndum legislativo”, o sea que el objeto 

de este MDD se restringe a leyes o proyectos de ley. Esto significa que no pueden plantearse 

otras cuestiones que no sean normativas, del ámbito político. Por ejemplo, la forma de 

gobierno (presidencialismo o parlamentarismo), las privatizaciones o cuestiones territoriales 

(Seall-Sasiaín, 2011: 6), así como temas referentes a actividades extractivas o referentes al 

medio ambiente3. En contraposición, en algunos países como Argentina,  Ecuador, Brasil y 

Nicaragua, no existen límites expresos al posible campo de aplicación de una consulta 

popular (Zovatto, 2010: 93). 

Por su parte, la iniciativa legislativa popular permite que actores sin representación 

parlamentaria (organizaciones de la sociedad civil) o una minoría parlamentaria (partidos 

menores) puedan introducir un tema no contemplado en la agenda legislativa. Se encuentra 

vigente en la gran mayoría de países latinoamericanos y su uso también está bastante 

extendido, aunque en menor medida que el referéndum4. Es un mecanismo muy utilizado en 

Uruguay y Colombia, especialmente (Zovatto, 2010: 93).   

                                                           
3 En Ecuador, por ejemplo, se incluye de manera expresa la posibilidad de que sea objeto de referéndum o 

consulta popular la actividad extractiva de recursos no renovables en determinados territorios (Ramírez, 2014: 

236). 
4 Específicamente este instrumento, en principio fue aplicado  en democracias europeas consolidadas como 

Suiza,  España,  Italia,  Austria,  Hungría  y  Liechtenstein (Arenas y Sepúlveda, 2012: 2). 
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Hasta ahora en Paraguay ni una sola ley ha sido fruto de la implementación de este MDD. 

No obstante, la figura está vigente constitucionalmente desde 1992. El art. 23 “De la 

iniciativa popular” se refiere escuetamente al tema señalando que se reconoce a los electores 

este derecho “para proponer al Congreso proyectos de ley”. Su reglamentación se encuentra 

estipulada en el Código Electoral y es bastante “restringida y burocrática” (Seall-Sasiaín, 

2011: 8).  

La iniciativa popular que rige en Paraguay es de tipo “ad parlamentum”, o iniciativa indirecta, 

puesto que los proyectos de ley deben ser necesariamente canalizados a través del 

Parlamento, que toma la decisión al respecto sin consultar al electorado. La otra modalidad 

existente en otros países es la iniciativa popular directa que es la vía por la cual un porcentaje 

predefinido de ciudadanos pueden proponer una nueva legislación y convocar a un 

referéndum para su aprobación, sin la intervención de las autoridades políticas. Esta 

modalidad está vigente en Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Panamá, y Venezuela 

(Gómez, 2010: 22). 

El Código Electoral paraguayo señala en su Art. 266 que la presentación de un proyecto de 

ley debe incluir un “texto articulado del proyecto de ley dotado de unidad substantiva, 

precedido de una exposición de motivos”. Requiere además La firma de por lo menos el 2% 

(dos por ciento) de los electores inscriptos en el Registro Cívico Permanente, lo cual equivale 

a unas 78.950 personas5. Cada uno de estos electores debe aparecer identificado con su 

nombre, apellido y documento de identidad y su firma deberá ser autenticada por escribano 

público y las firmas deben ser “recogidas en pliegos proveídos por la Justicia Electoral, 

numerados y rubricados por uno de los miembros de una de las salas del Tribunal Electoral 

de la Capital”. 

Además, para la tramitación de un proyecto de iniciativa popular deberá conformarse una 

comisión promotora integrada por cinco electores. Esta comisión se encargará de la 

representación legal exclusiva para todos los trámites referentes al proyecto. Por tanto, 

                                                           
5 La cantidad de electores habilitados en Paraguay es de 3.947.574, según datos del Tribunal Superior de Justicia 

Electoral (TSJE).  
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únicamente ella podrá presentar al Congreso el texto íntegro de la ley y su exposición de 

motivos.  

El Presidente del Congreso puede rechazar la iniciativa y esta decisión no admite la 

interposición de recurso alguno. En caso de que fuera aprobada, los electores tienen un plazo 

de 180 días para presentar todos los recaudos legales exigidos. Si al término del plazo 

establecido los promotores no hubiesen reunido la cantidad de firmas exigidas pero superasen 

el 75% de ellas, se podrá prorrogar el plazo hasta sesenta días más. Agotado dicho plazo sin 

la cantidad de firmas requeridas, caducará la iniciativa y no podrá promoverse de nuevo hasta 

después de haber transcurrido dos años.  

La iniciativa legislativa popular corresponde a un MDD de tipo proactivo, de acuerdo con la 

clasificación citada. Como tal, si bien posibilita mayor involucramiento de los ciudadanos en 

las decisiones políticas, también se precisa que éstos cuenten con conocimientos y recursos 

materiales y organizacionales, entre los que se incluyen financiamiento, capacidad de análisis 

de la información, canales de comunicación, entre otros. Estos requerimientos muchas veces 

no resultan factibles para los grupos minoritarios o de sectores sociales más desfavorecidos.  

En el caso de Paraguay esta situación se hace patente en los requisitos establecidos por el 

Código Electoral, teniendo en cuenta el esfuerzo económico y de organización que demandan 

la recolección de firmas y los procedimientos notariales. Si bien en el Art. 273 se estipula el 

resarcimiento de los gastos incurridos por los promotores de la iniciativa (2.000 guaraníes 

por firma de elector), éste se hace efectivo únicamente si el proyecto de ley queda convertido 

en ley nacional. 

Además, se debe tener presente que de ser aceptado por el Parlamento, el proyecto de ley no 

posee status diferenciado, esto significa que se convierte en uno más del Congreso, en 

igualdad de condiciones que otros proyectos de ley presentados por los propios legisladores. 

Entonces no cuenta con ningún tratamiento preferencial que asegure su media sanción o 

aprobación por tan siquiera una de las Cámaras del Congreso (Seall-Sasiaín, 2011: 8). 

También el tema que es objeto de iniciativa popular se constituye en un factor a ser tenido en 

cuenta, en relación con la relevancia y la representación potencial del tema en cuestión. 

Muchos asuntos ya se encuentran en las agendas legislativas o son temas “atractivos”, 
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mientras que otros generan mayor resistencia. Además, al igual que el referéndum, existen 

varios temas que no pueden ser abordados por la iniciativa popular.  

Otro punto a considerar sobre el hecho de que ninguna ley sea fruto de este mecanismo en 

Paraguay tiene que ver con su existencia únicamente a nivel nacional y no a nivel regional o 

local. Esta situación es distinta en algunos países como por ejemplo la Argentina donde al 

menos 17 de las 23 provincias incluye la iniciativa legislativa popular en sus constituciones 

provinciales y al menos 21 de ellas estipula algún tipo de MDD (Arques, 2014: 17-18). Otro 

ejemplo constituye Bolivia, donde este MDD también puede realizarse en cada uno de los 12 

departamentos del país (Choque, 2009: 62). Asimismo, en Ecuador también pueden 

promoverse iniciativas a nivel seccional (Welp, 2008: 121). 

En Paraguay, actualmente el modo que tienen los sectores sociales de proponer proyectos de 

ley tiene que ver con el hecho de convencer a un legislador a que presente dichos proyectos 

como propios. A pesar de no constituirse en una vía oficial, este modo posee la ventaja de 

que permite evitar la recolección de firmas y los trámites notariales. Sin embargo, la iniciativa 

popular otorga mayor legitimidad a la ley propuesta y aprobada.  

En resumen, en Paraguay los únicos MDD, reconocidos a nivel constitucional –referéndum 

e iniciativa popular- cuentan con bastantes filtros deliberativos procedentes del Congreso y 

con varias limitaciones legales, tanto de la misma Constitución Nacional, como del Código 

Electoral que dificultan su implementación.  

6. Otros factores limitantes 

Además de las limitaciones del marco normativo, existen otros factores de tipo institucional 

que dificultan o restringen la implementación de los MDD en Paraguay. Uno de ellos 

constituye la tradición autoritaria que se traduce en el carácter verticalista y jerarquizado del 

aparato estatal para las tomas de decisiones, limitado principalmente a un consenso entre los 

poderes Ejecutivo y Legislativo. El país carece de una tradición democrática que se sustenta 

en las instituciones para una fluida participación, que además se encuentra apoyada en un 

sistema clientelista (Ortíz, 2008: 3-4) 
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A esta situación, se suma el elevado grado de centralización geográfica y administrativa  que 

aún persiste en Paraguay y que concentra la mayor parte de las instituciones gubernamentales 

en la capital del país (Idem: 7-8). Esta situación implica también la no existencia de MDD a 

nivel local o regional a diferencia de otros países como Argentina, Bolivia o Ecuador.  

Asimismo, una visión preliminar de la cuestión muestra que la no implementación de los 

MDD en Paraguay también se encuentra relacionada con el desconocimiento de su misma 

existencia e incluso de los derechos políticos y de los principios de participación estipulados 

en la Constitución Nacional. Este hecho tiene que ver con la ausencia de un discurso 

democrático gubernamental extendido y consolidado, que ignora los MDD existentes y 

menos aún promociona su difusión a través de distintos canales y en varios estamentos de la 

sociedad paraguaya.  

Igualmente, el modelo institucional paraguayo, con epicentro en los partidos políticos, de 

alguna manera relega los MDD -referéndum e iniciativa- a una posición marginal en cuanto 

a la producción normativa y a la interacción ciudadanía - instituciones representativas. Esto 

se registra a pesar de que muchas veces los partidos políticos no realizan correctamente sus 

funciones de representación y articulación de las demandas ciudadanas.  

A esta ausencia del tema en la agenda gubernamental, se suma el hecho de que la 

implementación de los MDD no se constituye tampoco en una prioridad de los movimientos 

sociales o incluso de organizaciones no gubernamentales. Es decir, es una cuestión ausente 

en diversos estratos de la sociedad paraguaya actual, a pesar de las permanentes demandas 

de mayores espacios y formas de participación ciudadana.  

7. Escasas experiencias de implementación de MDD en Paraguay  

Una sola experiencia de referéndum tuvo lugar en Paraguay, en octubre de 2011, en el 

periodo posterior a la Constitución Nacional de 1992. El motivo de convocatoria fue la 

aprobación del voto de los paraguayos residentes en otros países en todas las elecciones del 

país (del ámbito municipal, departamental y nacional).  Específicamente se trató de un 

referéndum modificatorio del Art. 120 de la Constitución Nacional, que establecía como 

electores y electoras a las ciudadanas y ciudadanos radicados en el territorio nacional que 
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hayan cumplido 18 años de edad, excluyendo a las personas que vivían fuera del país. Por 

tanto, la celebración del referéndum también significó la concreción de la primera enmienda 

a la Constitución Nacional de 1992.  

Entre los antecedentes del referéndum se incluye un debate entre diferentes actores sociales 

y políticos tanto dentro como fuera del país, sobre el derecho al voto de los migrantes. El 

proyecto inicial de enmienda fue presentado en junio de 2010 por un grupo de 20 diputados 

y diputadas6. La Cámara de Diputados le otorgó media sanción en octubre del mismo año y 

en abril de 2011 fue aprobado por la Cámara de Senadores. Finalmente, la comunicación fue 

enviada al Tribunal Superior de Justicia Electoral, que estableció la fecha de realización del 

referéndum para el 9 de octubre de 2011 (Decidamos, 2011: 391).   

Los argumentos a favor de la modificación del mencionado artículo fueron que el requisito 

de la residencia dentro del territorio instituía una forma de discriminación hacia las personas 

migrantes, en contravención a los mandatos constitucionales sobre la universalidad del voto 

y el principio de la no discriminación. Además, constituía una violación del derecho a la 

participación política (Dobreé, 2010; Decidamos, 2011). 

Finalmente, el referéndum fue favorable a la modificación del artículo 120 y permitió incluir 

el voto de los paraguayos residentes fuera del país7. El porcentaje de votos a favor de dicha 

modificación fue de 77%, de unos 298.480 electores, frente a un 21%, 82.193 electores, que 

se pronunció en contra. Una vez realizada la consulta y aprobada la enmienda al art. 120, el 

                                                           
6 Una publicación señala que la iniciativa estuvo a cargo del diputado por el departamento de Ñeembucú, Víctor  

Ríos, del Partido Liberal  Radical  Auténtico (PLRA) (Dobrée, 2010: 316).   
7 El ciudadano respondió SI  o NO a la siguiente pregunta: “Está Ud. de acuerdo con la enmienda del Art.120 

de la Constitución Nacional, que quedará redactada de la siguiente manera: "Son electores los ciudadanos 

paraguayos, sin distinción, que hayan cumplido diez y ocho años. Los paraguayos residentes en el Los 

paraguayos residentes en el extranjero son electores extranjero son electores. Los ciudadanos son electores y 

elegibles, sin más restricciones que las establecidas en esta Constitución y en la ley. Los extranjeros con 

radicación definitiva tendrán los mismos derechos en las elecciones municipales." 
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Poder Ejecutivo emitió el decreto 7.671 que oficializó el derecho al voto de los paraguayos 

y paraguayas que viven en el extranjero8. 

En cuanto a la implementación del mecanismo de iniciativa popular se han realizado escasos 

intentos. Uno de los más conocidos se refiere precisamente a la presentación de un  proyecto 

de Ley de Participación Ciudadana. Dicho proyecto pretendió regular los medios de 

participación ciudadana en la gestión pública, incorporando mecanismos participativos en las 

instancias gubernamentales9. 

Esta propuesta fue impulsada desde 2002, presentada en el 2006 en el Parlamento y su 

tratamiento fue postergado por la Cámara de Diputados hasta 2008 y recién en el 2012 las 

organizaciones impulsoras10 volvieron a reclamar su estudio (Leguizamón y Gauto, 2012: 

482). Finalmente, en 2013 el proyecto fue aprobado por la Cámara de Diputados pero 

rechazado por la Cámara de Senadores (Galeano y Duarte, 2013: 478; 2014: 513) y hasta 

ahora no ha sido retomado.  

Otro caso ha sido el intento de iniciativa legislativa popular impulsada en el 2002 por el 

Partido Patria Querida (entonces Movimiento político aún). El objetivo era modificar la Ley 

Electoral en lo concerniente a la autorización de listas abiertas para los candidatos a cargos 

                                                           
8 La primera votación de paraguayos y paraguayas residentes en el exterior se registró en las elecciones 

nacionales de 2013. Sin embargo, el TSJE únicamente procedió a la inscripción de los residentes de tres países: 

Argentina, España y EE.UU. (Galeano y Duarte, 2013: 474-475). 
9 Actualmente, las disposiciones  relacionadas con promover los canales  de participación ciudadana están 

garantizadas en otras leyes, como la  orgánica municipal, que establece todo un capítulo al respecto (Bado, 

2012: 20). 
10 La coordinación del grupo impulsor estuvo a cargo de la Federación de Entidades Vecinalistas del Paraguay 

(FEDEM) y también formaron parte el Observatorio Ciudadano de Control y Veeduría Ciudadana, integrado 

por el Centro de Estudios Ambientales y Sociales, Tierra Nueva, la Federación Nacional de Lucha Social por 

el Habitad Digno (Fenalshad) y la Contraloría Ciudadana de  Asunción, la Contraloría Ciudadana de Luque, 

90.1 FM Radio Viva (Leguizamón y Gauto, 2012: 483). 
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electivos, dado que actualmente la legislación electoral únicamente permite listas cerradas –

conocidas como “listas sábanas”- de los partidos políticos11.  

Esta propuesta reunió la cantidad necesaria de firmas, sin embargo no prosperó su tratamiento 

en el Poder Legislativo (Ortíz, 2008: 8). Incluso en 2012 se realizó una serie de 

movilizaciones ciudadanas autoconvocadas por las redes sociales. Las manifestaciones 

tuvieron lugar frente  al Parlamento para exigir la aprobación de ley de desbloqueo de listas 

cerradas, y su entrada en vigencia para las elecciones generales y departamentales de abril de 

2013. Sin embargo, el reclamo no prosperó (Leguizamón y Gauto, 2012: 479). Finalmente, 

en 2014 fueron archivados los proyectos de desbloqueo de “listas sábanas” (Galeano y 

Duarte, 2014: 507).   

8. Reflexiones finales 

La insatisfacción popular provocada por la democracia representativa en general ha resultado 

fecunda para la inclusión de los MDD en las constituciones de países latinoamericanos y en 

el aumento de su implementación. Esta situación se ha iniciado en el marco de las reformas 

constitucionales que fueron llevadas a cabo durante los procesos de democratización de 

numerosos países del continente. En la actualidad alguno de los MDD se encuentra incluido 

indefectiblemente en las constituciones de 19 países de América Latina. Además, en Bolivia, 

Ecuador o Venezuela, en los últimos años se ha generado un incremento en la aplicación y 

el uso de estos MDD.   

No obstante, en Paraguay no ha prosperado su implementación. En efecto, en 2011, en 

Paraguay se ha realizado un único referéndum en un periodo de más de 70 años y ninguna 

ley hasta ahora ha sido fruto de la iniciativa legislativa popular. Esta situación se registra a 

pesar de que dos MDD se encuentran incluidos  en la Constitución Nacional y en el Código 

Electoral.  

                                                           
11 La lista abierta consiste en un mecanismo que permite una elección más directa e individual de las personas 

que aspiran a cargos en cuerpos colegiados, en lugar de elegir a un conjunto de ciudadanos afiliados a un 

determinado partido o movimiento político. 
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No obstante, estos MDD poseen varias limitaciones para su aplicación, que pueden ser 

constatadas en el mismo marco legal, especialmente si se realiza una comparación con otros 

países de América Latina. En general cuentan con bastantes filtros normativos y 

procedimentales que obstaculizan su efectiva implementación. Además, existen otros 

condicionantes de tipo institucional como por ejemplo, la tradición autoritaria que limita la 

participación ciudadana y que basa las decisiones en un consenso únicamente entre los tres 

poderes del Estado, especialmente el Legislativo y el Ejecutivo. Otro impedimento constituye 

la configuración de un sistema político centrado en los partidos y que relega otros canales de 

intermediación entre la ciudadanía y el Estado. A esto se suma el desconocimiento mismo de 

la existencia de los MDD por parte de la ciudadanía y por tanto de sus posibilidades de 

implementación o incluso de su modificación para que su uso resulte más factible.  

Por tanto, los condicionantes legales -junto a otros inconvenientes de facto- para la 

implementación de los MDD en Paraguay se constituyen en una manera en que el Estado 

obstaculiza los canales de demanda de la población. Es decir, no provee las estructuras 

apropiadas que funcionen como un tejido conector de la democracia, vinculando a los 

ciudadanos con la administración de la gestión de las políticas públicas.  

Si bien, actualmente, la participación ciudadana está considerada como una cuestión 

“políticamente correcta”, desde las instancias gubernamentales no se difunde ni se 

promociona de manera efectiva el uso de los MDD como espacios propicios para la 

canalización de demandas y la deliberación  pública. Asimismo, la implementación de los 

MDD tampoco es un tema instalado ni en el ámbito académico ni en la agenda de los 

movimientos sociales.  

Por tanto, en Paraguay la labor legislativa está a cargo exclusivo de los poderes del Estado. 

En consecuencia, no existe participación ciudadana en todas las etapas de la formulación de 

políticas públicas ni tampoco una participación directa en la formación y sanción de las leyes.   
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